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22 de julio de 2011
I.
RESUMEN

1. El 3 de septiembre de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”) recibió una petición presentada por Reinaldo Barreto Medina y Florencio Florentín Mosqueira (en adelante “los peticionarios”). En ella se alega que los peticionarios fueron víctimas por parte del Estado paraguayo  (en adelante el “Estado” o el “Estado paraguayo” o “Paraguay”) de la violación a los derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la libertad personal, a las garantías judiciales, al principio de legalidad y de retroactividad, a la libertad de asociación, a la igualdad ante la ley, y a la protección judicial, contenidos en los artículos 3, 7, 8, 9, 16, 24 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”) en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.
2. En la petición se indica que como consecuencia de la participación sindical de los peticionarios, se les incluyó en junio del 2000 en un proceso criminal seguido contra los directivos del Banco Nacional de Trabajadores (BNT) y de la firma PEGASUS S.A. Alegan que, como miembros de la Central Sindical de Trabajadores del Estado (CESITEP) fueron procesados como cómplices de los delitos de estafa y lesión de confianza, por la suscripción de crédito y de pagarés al BNT, incriminándoles haber desviado, en abril de 1996, fondos del BNT a favor de la empresa PEGASUS S.A., lo cual habría tenido como consecuencia la quiebra del BNT, siendo condenados a 4 años de pena privativa de la libertad.
3. Los peticionarios indicaron que se les sancionó por el delito tipificado en el Código Penal de 1997 y no según lo establecido en el Código Penal de 1914, que se encontraba vigente al momento en que sucedieron los hechos.  Asimismo señalaron que fueron procesados bajo el Código Procesal de 1890, cuando debieron ser procesados bajo la nueva Ley Penal Procesal que entró en vigencia el 1 de marzo de 2000. 
4. El Estado argumentó la falta de agotamiento de recursos de jurisdicción interna. Alegó que la dilación en el pronunciamiento de las instancias judiciales se debió, en un primer momento, a problemas para la conformación del Tribunal de Apelaciones, y a la complejidad del caso, debido al número de procesados y a la reiteración de los recursos interpuestos por los peticionarios. 
5. Al respecto, el Estado indicó que la legislación interna permite la interposición de algunos recursos más, los cuales deben ser agotados por los peticionarios,  como son el recurso extraordinario de casación y el recurso de revisión, recursos que no contempla el Código Procesal de 1890 pero sí el nuevo Código Procesal vigente. El Estado alegó, a su vez, que cabría un recurso más que es una acción de inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia en caso que la sentencia que emita ésta, agravie a los peticionarios. 
6. De acuerdo a lo previsto en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, así como en los artículos 30 y 36 de su Reglamento, y luego de analizar las posiciones de las partes, la Comisión decidió declarar admisible la petición. Por lo tanto, la CIDH determina notificar su decisión a las partes y continuar con el análisis de fondo relativo a las presuntas violaciones a los artículos 7 (libertad personal), 8 (garantías judiciales), 9 (principio de legalidad y retroactividad), 16 (libertad de asociación) y 25 (protección judicial), con relación al 1.1 (obligación de garantizar los derechos) y 2 (deber de adoptar medidas de derecho interno) de la Convención Americana. La Comisión decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II. 
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

7. El 3 de septiembre de 2003, la Comisión acusó recibo de la petición. Con fecha 29 de diciembre de 2004, la Comisión dio trámite a la petición y solicitó al Estado presentar sus observaciones sobre la admisibilidad del caso dentro del plazo de dos meses. El 29 de marzo de 2005, el Estado presentó su respuesta a la petición, la cual, con fecha 2 de mayo de 2005 se transmitió a los peticionarios.
8. Los peticionarios remitieron observaciones adicionales el 18 de septiembre de 2008, el 9 de febrero de 2009, el 12 de marzo de 2009, el 13 de noviembre de 2009 y el 21 de septiembre de 2010. Las partes pertinentes de dichas observaciones fueron debidamente transmitidas al Estado.
9. El Estado, por su parte, presentó sus observaciones el 22 de enero de 2009, el 20 de julio de 2009 y el 14 de agosto de 2009. Las partes pertinentes de dichas observaciones fueron debidamente transmitidas a los peticionarios.
III. 
POSICIONES DE LAS PARTES

A. Posición de los peticionarios


10.
Los peticionarios señalaron que en abril de 1996, actuando en calidad de Secretario de Finanzas (Florencio Florentín), y como Secretario General (Reinaldo Barreto Medina) de la Central Sindical de Trabajadores CESITEP, suscribieron solicitudes de crédito y pagarés correspondientes ante el Banco Nacional del Trabajo (BNT) a fin de que la empresa PEGASUS S.A. llevara a cabo dos proyectos de construcción encomendados por el gobierno. Alegaron que suscribieron las solicitudes de crédito y los pagarés por mandato de las Asambleas Generales de sus respectivas Centrales, a fin de garantizar el cumplimiento de la obligación exigida por el BNT.
11. Indicaron que en el año 1997 se abrió un proceso criminal contra los directivos del BNT y de la firma PEGASUS S.A. por el delito de defraudación, estafa y otros. Señalaron que transcurridos tres años del proceso, cuando éste se encontraba en la etapa plenaria, las presuntas víctimas fueron incluidas en el proceso y que, como miembros de la Central Sindical de Trabajadores del Estado (CESITEP) fueron procesados como cómplices de los delitos de estafa y lesión de confianza, incriminándoles haber desviado, en abril de 1996, fondos del BNT a favor de la empresa PEGASUS S.A., lo cual habría tenido como consecuencia la quiebra del BNT. 

12. Los peticionarios consideran que existió una persecución sindical en su contra, como consecuencia de haber convocado a una huelga general de trabajadores el día que fueron incluidos en el proceso criminal. Asimismo, indicaron que no se les dio trato igual, puesto que varios representantes de otras centrales obreras no fueron incluidos en el proceso criminal, a pesar de haber contratado también con el BNT y la firma PEGASUS S.A., asumiendo los mismos compromisos que los peticionarios.
13. Alegan violaciones a su derecho a la defensa dado que no pudieron controlar las pruebas ofrecidas y diligencias actuadas en la etapa del sumario. Asimismo señalan que fueron procesados por los delitos establecidos en el Código Penal de 1997 y no según lo establecido por el Código Penal de 1914 que era el que debía aplicárseles puesto que los hechos por los que se les habría acusado (desvío de dinero) ocurrieron en abril de 1996. 
14. Manifiestan que el 8 de octubre de 2001 el juez de primera instancia los condenó a cuatro años de pena privativa de la libertad por considerar que los peticionarios habrían desviado fondos a favor de la empresa PEGASUS S.A. produciendo así la quiebra del Banco Nacional de Trabajadores. El 11 de octubre de 2001 se les dictó, como medida cautelar, prisión domiciliaria que cumplieron por 2 años y 3 meses, recuperando posteriormente su libertad. Los peticionarios alegan que habrían sido objeto de privación de su libertad por deudas, lo que iría en contra de lo establecido por la Convención Americana.
15. Agregan que el 22 de octubre de 2001 recurrieron la sentencia condenatoria y la medida cautelar restrictiva de libertad ante el tribunal de segunda instancia. Los peticionarios alegan que durante la tramitación de dicho recurso ocurrieron una serie de dilaciones indebidas y diligencias ilegales como: a) la disposición de la entrega del expediente en fotocopias, siendo que el Código Procesal Penal ordena la expedición del expediente en original; b) la reducción injustificada de los plazos procesales para interponer los recursos; c) el rechazo de acceder al expediente.
16. Por otro lado, en la ampliación de la petición de fecha 13 de febrero de 2006, el peticionario Reinaldo Barreto Medina, señaló que a pesar de encontrarse con libertad ambulatoria, se continuaban violando varios de sus derechos contenidos en los artículos 1, 2, 3, 8, 9, 16, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Asimismo, solicitó una medida cautelar a la CIDH requiriendo el abono de sus salarios no percibidos desde noviembre de 1999, aguinaldos y el importe de sus vacaciones, así como el reintegro a las funciones que desempeñaba como docente y el pago de una indemnización por daño moral y material. La medida cautelar no le fue otorgada.
17. En escritos posteriores, los peticionarios señalaron que en el año 2004 plantearon la extinción de la acción penal y el sobreseimiento ante el Tribunal de Apelaciones, lo cual les fue rechazado el 26 de abril de 2004. Dicha resolución fue apelada solicitando su nulidad en fecha 29 de julio de 2004 y, rechazada, el 18 de julio de 2005. Los peticionarios señalaron que el 25 de julio de 2005, formularon nuevamente apelación y nulidad ante la Corte Suprema de Justicia contra las resoluciones que rechazaron el recurso y la Corte declaró desiertos los recursos en fecha 11 de marzo de 2008.

18.
En el año 2008, los peticionarios señalaron que habrían presentado ante el Tribunal de Apelaciones un incidente de prescripción de la acción penal. Al respecto, indican que el 4 de junio de 2009, la Primera Sala del Tribunal de Apelaciones en lo Criminal rechazó el pedido de prescripción y confirmó los 4 años de sentencia a pesar de existir un dictamen del Ministerio Público favorable a la prescripción de la acción penal. Señalan que el Tribunal basó sus fundamentos en que no se podía imputar morosidad en el procedimiento dada la complejidad del asunto, entre otras cuestiones, por la cantidad de imputados y por la difícil tarea de investigación de manejos financieros y patrimoniales.
 
19.
Los peticionarios indicaron que el 5 de junio de 2009 expresaron agravios ante la Corte Suprema de Justicia, contra la resolución de rechazo de la prescripción, a fin de que se revocara el fallo y declarara la prescripción de la acción penal por haber transcurrido más de 14 años desde la iniciación del proceso. Alegan que el dictamen fiscal No. 1047 de fecha 9 de agosto de 2010, se pronunció favorablemente sobre el pedido de prescripción. En su última comunicación, recibida el 23 de mayo de 2011, los peticionarios informaron que mediante resolución del 29 de diciembre de 2010, la Corte Suprema de Justicia les negó la apelación presentada. Los peticionarios alegaron que la integración de la Sala Penal de la Corte Suprema habría sido irregular e ilegítima y que se habría continuado con la violación de sus derechos procesales y constitucionales. Agregaron que, contra dicha resolución, interpusieron un recurso de aclaratoria y un incidente de nulidad de actuaciones.

20.
Alegan también que fueron víctimas de la violación a los beneficios procesales de que gozaban las personas que eran juzgadas durante la transición del Código Procesal Penal de 1890 y la nueva Ley Procesal, según lo establecía la Ley de Transición No. 1444 en su artículo 5. Dicho artículo señalaba que en aquellas causas iniciadas conforme al Código Procesal de 1890 que no concluían con sentencia definitiva hasta el 28 de febrero de 2003, quedaría extinta la acción penal.  Alegan que no solo el mencionado artículo fue objeto de una acción de inconstitucionalidad, sino también fueron declarados inaplicables los artículos 136 y 137 del Código Procesal Penal que consagran el plazo máximo de duración de un proceso penal.
21.
Con fundamento en lo anterior, los peticionarios solicitaron a la Comisión que declare la violación en su perjuicio, por parte del Estado paraguayo, del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la libertad personal, a las garantías judiciales, al principio de legalidad y de retroactividad, a la libertad de asociación, a la igualdad ante la ley, y al de protección judicial; todos ellos contenidos, respectivamente, en los artículos 3, 7, 8, 9, 16, 24 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”) en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.
B.
Posición del Estado

22.
El Estado alegó el no agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, puesto que la causa seguida contra los peticionarios se encontraba aún en el Tribunal de Apelaciones de la Primera Sala de la Jurisdicción de la Capital, al momento de presentación de la petición ante la Comisión. 

23.
Indicó que la tardanza en resolver el recurso de apelación se debía a la complejidad del caso (33 imputados) y los medios de defensa planteados por las partes, por lo que la causa en cuestión no poseía sentencia firme y ejecutoriada según las disposiciones del Código Procesal de 1890, ley con la que fueron procesados los peticionarios.

24.
El Estado alegó que a pesar de las dificultades para la integración del Tribunal, éste se había avocado al estudio de otros recursos interpuestos como son los incidentes de nulidad de las medidas cautelares y la extinción de la acción penal. 


25.
Asimismo, el Estado indicó que de ser rechazada la apelación, la legislación interna del Estado permite la interposición de dos recursos más: el extraordinario de casación y el de revisión, recursos que no estarían contemplados por el Código Procesal de 1890 pero sí por el código en vigencia, el cual en aplicación del principio de retroactividad benigna de la ley resultaría aplicable al caso. El Estado alegó a su vez que cabría la tercera opción de una acción de  inconstitucional ante la Corte Suprema de Justicia en caso que las resoluciones de esos recursos extraordinarios resultaran en agravio a los peticionarios. En su última comunicación, del 4 de abril de 2011, el Estado informó a la Comisión que el 29 de diciembre de 2010 la Corte habría resuelto no hacer lugar al recurso de apelación interpuesto. Reiteró que los peticionarios acudieron ante la CIDH antes de agotar los recursos internos, por lo que debía declararse la inadmisibilidad de la petición.

26. 
En cuanto a la sustancia del caso, el Estado alegó que las presuntas víctimas habían sido incluidos en el proceso criminal dado que se les halló responsables en el desfalco del BNT en calidad de cómplices con los directivos de dicha entidad, por adquirir préstamos a nombre de la entidad gremial a la que representaban con el fin de desviarlos a la empresa PEGASUS S.A. Señaló entonces, que por las razones antes expuestas no se puede hablar de prisión por deudas, tal como lo señalan los peticionarios, sino por la comisión de ilícitos. 

27.
En cuanto a los procesos judiciales seguidos contra los peticionarios, el Estado alegó que contaron con todas las garantías legales y constitucionales de la defensa en el juicio que se les siguió.


28.
Con respecto a la privación de libertad de los peticionarios, el Estado señaló que al día siguiente de que se les dictara condena de 4 años de prisión, las presuntas víctimas solicitaron medidas alternativas a la prisión y se les sustituyó por la medida menos gravosa de arresto domiciliario, por lo que los peticionarios no estuvieron en prisión efectiva ni un solo día. Agregó que dicha medida fue aplicada conforme a lo previsto en la normativa penal, extendiéndose por el plazo que establece el marco legal aplicable (seis meses) y, luego de cumplirse con estas medidas, el juzgado autorizó la libertad ambulatoria de los peticionarios, quienes quedaron con la única obligación de informar de sus salidas y entradas al país. 

29.
Con respecto a la ley procesal que se aplicó para el juzgamiento de los peticionarios, señala que los hechos ilícitos en los que supuestamente se hallaban involucrados los peticionarios ocurrieron dentro de la vigencia del Código Procesal Penal de 1890, y que  fueron incluidos dentro del proceso en el año 2000, durante la vigencia del Nuevo Código Penal (Ley no. 1286/98). Señala que la Ley de Transición No. 1444/99 establece los procedimientos de transición de un Código a otro. 

30.
El Estado indica que este periodo de transición es el comprendido entre el 9 de julio de 1999 y el 28 de febrero de 2003, el cual señalaba que las causas iniciadas en ese periodo conforme al Código de Procedimientos Penales de 1890, serán concluidas por las formas procesales establecidas en ese Código y por las establecidas en la Ley de Transición. Así mismo en su artículo 5 señala el sobreseimiento definitivo de las causas iniciadas conforme al Código de Procedimientos Penales de 1890 que no concluyeran con sentencia definitiva ejecutoriada o sobreseimiento libre ejecutoriado hasta el 28 de febrero de 2003, quedando extinta la acción penal. 

31.
El Estado indicó que dicho artículo de la mencionada ley fue objeto de una Acción de Inconstitucionalidad la cual fue acogida favorablemente por la Corte Suprema de Justicia en el 2002, dejando sentada también la inaplicabilidad de los artículos 136 y 137 del Código Procesal Penal de 1998, atendiendo al plazo razonable que implica: al comportamiento procesal de las partes, a la complejidad del caso, y a los hechos que pudieran dar lugar a la interrupción o suspensión del proceso penal, y al deber que tiene el Estado sobre la tutela efectiva.

32.
Así, el Estado solicita a la Comisión que declare inadmisible la presente petición por falta de agotamiento de los recursos internos y puesto que los hechos manifestados por los peticionarios no caracterizarían violaciones a sus derechos humanos.


IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci

33.
Los peticionarios se encuentran legitimados para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana. En la petición se señala como presunta víctima a un individuo con respecto al cual el Estado paraguayo ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Paraguay es un Estado parte de la Convención, habiendo depositado en debida forma su instrumento de ratificación el 24 de agosto de 1989. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.
34.
La Comisión posee competencia ratione loci para examinar la petición, ya que los presuntos derechos violados y protegidos por la Convención han ocurrido dentro del territorio de un Estado parte de la misma.  La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas en la petición. Finalmente, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.

B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición
 
1.
Agotamiento de los recursos internos
 
35.
El artículo 46 de la Convención Americana establece como requisito para que un caso pueda ser admitido que es necesario “que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos”.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la resuelvan antes de que sea conocida por una instancia internacional. 
36.
El requisito de agotamiento de los recursos internos se refiere a los recursos judiciales disponibles, adecuados y eficaces para solucionar la presunta violación de derechos humanos.  La misma Convención prevé que esta disposición no se aplique cuando los recursos internos no están disponibles por razones de hecho o de derecho. Más concretamente, el artículo 46.2 establece excepciones al principio general de agotamiento de los recursos internos: (a) cuando la legislación interna del Estado no concede las debidas garantías para la protección de los derechos cuya violación se alega; (b) si se ha obstaculizado el acceso del presunto damnificado a los recursos de jurisdicción interna; (c) o si se ha presentado un retardo injustificado en la resolución del asunto.

37.
Los peticionarios alegaron que interpusieron los recursos pertinentes destinados a revocar la sentencia condenatoria y a extinguir el proceso penal, todos ellos denegados por los tribunales correspondientes. Informaron que habrían presentado un recurso de apelación contra la sentencia de fecha 4 de junio de 2009, que confirmó la condena de 4 años de pena privativa de la libertad y que rechazó la prescripción. En comunicación recibida el 23 de abril de 2011, los peticionarios informaron a la Comisión que el 29 de diciembre de 2010 la Corte Suprema habría resuelto negar el recurso de apelación, confirmando la sentencia de 4 de junio de 2009. Indicaron que contra dicha resolución, interpusieron un recurso de aclaratoria y un incidente de nulidad de actuaciones. 
38.
El Estado paraguayo alegó que los peticionarios no habían cumplido con el requisito establecido por el artículo 46 de la Convención, puesto que al momento de presentación de la petición ante la Comisión, continuaban pendientes de resolución recursos presentados a nivel interno. El Estado señaló que en caso de que la resolución del recurso de apelación les fuera desfavorable, los peticionarios tendrían que agotar otros recursos disponibles, tales como: el recurso extraordinario de casación, el recurso de revisión contemplado en la nueva ley penal y una acción de inconstitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia. La Comisión observa que los recursos que el Estado alega que deben agotarse son de carácter extraordinario.

39.
La Comisión advierte que los peticionarios han presentado diversos recursos, contemplados por la legislación paraguaya, tendientes a lograr la revocación de la sentencia condenatoria y la extinción de la acción penal. Asimismo, cabe señalar que en su última comunicación, del 4 de abril de 2011, el Estado informó a la Comisión que el recurso de apelación se encuentra resuelto con resolución firme del 29 de diciembre de 2010.
40. Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto y considerando que las presuntas víctimas fueron incluidas en el proceso penal en el año 2000, que en 2001 se dictó sentencia condenatoria en su contra y que el 29 de diciembre de 2010 se emitió resolución al recurso de apelación presentado por los peticionarios, la Comisión concluye que se ha cumplido con el requisito de agotamiento de los recursos internos establecido en el artículo 46 de la Convención Americana.
2.
Presentación en el plazo 

41.
El artículo 46.1.b de la Convención, establece que toda petición debe ser presentada en un plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la sentencia definitiva a nivel nacional. 
42.
En el presente caso, la Comisión observa que los recursos internos ordinarios quedaron agotados el 29 de diciembre de 2010, con posterioridad a la presentación de la petición. En tal sentido, el cumplimiento del requisito de presentación de la petición en plazo se encuentra intrínsecamente ligado al agotamiento de los recursos internos.

3. 
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales 


43.
El artículo 46.1.b de la Convención Americana dispone que la admisión de las peticiones está sujeta a que la materia “no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional,” y en el artículo 47.d de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que “sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional”. La Comisión advierte que existe un pronunciamiento de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) del 2002. Al respecto, el Estado paraguayo informó que ha tomado en consideración las recomendaciones realizadas por dicho organismo y que, sin embargo, los  procesos penales con sentencias condenatorias que se hallan pendiente de resolución de recursos  deben de ser resueltas por los jueces competentes.

44. 
En el presente caso se observa que mediante comunicación del 31 de mayo de 2000, el Sindicato de Trabajadores del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social (SITRAMIS) y la Central Sindical de Trabajadores del Estado Paraguayo (CESITEP) presentaron una queja ante el Comité de Libertad Sindical de la OIT alegando principalmente despidos y traslados antisindicales, otorgándose el número de caso  2086. En junio, agosto, septiembre, octubre y diciembre de 2001 la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), la Confederación Paraguaya de Trabajadores (CPT) y la Central Sindical de Trabajadores del Estado Paraguayo (CESITEP) presentaron comunicaciones relacionadas con el caso y propusieron al Comité una visita al Paraguay, misma que, habiendo sida aceptada por el gobierno, se llevó a cabo del 18 al 22 de marzo de 2001. En sus alegatos, la CESITEP, la CUT y la CPT alegaron que en el marco de una persecución antisindical en contra de los presidentes de las tres centrales (señores Reinaldo Barreto Medina, Alan Flores y Jerónimo López) se les habría procesado en sede penal judicial, imputándoseles la comisión del delito de defraudación y condenándolos en primera instancia a penas privativas de libertad, habiendo existido numerosas irregularidades en el marco del proceso judicial.
45. 
El Comité tomó en cuenta el informe de la misión llevada a cabo y realizó una serie de recomendaciones respecto a algunas irregularidades procesales y de fondo. El Consejo de Administración de la OIT, aprobó en junio de 2002, en su 284° Reunión Anual, las recomendaciones del Comité y así, en su  Resolución N° 328 recomendó al Estado que  se tomaran todas las medidas necesarias para poner en libertad a los señores Alan Flores, Jerónimo López y Reinaldo Barreto Medina y expresó su esperanza en que la autoridad judicial aceleraría los procedimientos. En noviembre de 2002, mediante la Resolución N° 329, se aprobó el informe del Comité en el que lamentó profundamente que no se hubieran tomado las medidas recomendadas y urgió al Estado para que así se hiciera.
46.
En noviembre de 2003, mediante Resolución 332° el Consejo de Administración señaló que la OIT habría constatado que el juez de primera instancia habría violado la prohibición de aplicar ex post facto una ley penal posterior y que la condena fue dictada sobre la base de una figura penal promulgada con posterioridad a los hechos juzgados y así la OIT urgió “firmemente por tanto una vez más al gobierno a que de inmediato tome todas las medidas para poner en libertad a los dirigentes sindicales Sres. Reinaldo Barreto Medina, Jerónimo López y Alan Flores”.
 
47.
La Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han señalado que para que exista identidad entre los casos se requiere que las partes, el objeto y la base legal sean las mismas. El señor Barreto Medina fue presentado como parte perjudicada ante la OIT, al igual que ante la Comisión. Asimismo, el Comité conoció de algunas de las irregularidades procesales y legales que han sido alegadas en la petición que nos ocupa, en perjuicio del señor Barreto Medina y en contra del Estado de Paraguay. Sin embargo, cabe señalar que la Comisión ha sostenido que para que se considere que en un caso hay duplicación o cosa juzgada internacional se requiere que la petición esté siendo considerada, o haya sido decidida, por un organismo internacional que tenga competencia para adoptar decisiones sobre los hechos específicos contenidos en la petición, y medidas tendientes a la efectiva resolución de la disputa de que se trate
.  
48.  
En ese sentido, la Comisión ha establecido que las recomendaciones emanadas por el Comité de Libertad Sindical de la OIT no tienen la misma naturaleza que el procedimiento ante el Sistema Interamericano de protección de los derechos humanos
, toda vez que dicho procedimiento produce recomendaciones y no “un arreglo efectivo de la violación denunciada”; sus decisiones "no conlleva[n] ningún efecto jurídico vinculante, ni pecuniario-restitutivo, o de carácter indemnizatorio"
.  
  
49.
Por lo tanto, la Comisión concluye que en el presente caso corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
4. Caracterización de los hechos alegados


50.
Corresponde a la Comisión Interamericana determinar si los hechos descritos en la petición, de comprobarse, podrían caracterizar violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme a los requerimientos del artículo 47.b o si bien, conforme al artículo 47.c, la petición debe desecharse por ser “manifiestamente infundada” o por resultar “evidente su total improcedencia”. En esta etapa procesal corresponde a la CIDH hacer una evaluación prima facie, sin prejuzgar sobre los méritos del asunto.


51.
Los peticionarios denuncian una persecución sindical por parte del Estado. En ese sentido, alegan que fueron incorporados en el proceso criminal, como consecuencia de haber convocado a una huelga general de trabajadores. Por su parte, el Estado refirió que las presuntas víctimas no fueron procesadas por su filiación sindical, sino que los órganos jurisdiccionales de Paraguay los encontraron responsables de la quiebra del Banco Nacional de Trabajadores. No corresponde a la Comisión en esta etapa del proceso determinar si el Estado incurrió en violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas; sin embargo, considera que de comprobarse lo alegado por los peticionarios en la etapa de fondo, los hechos podrían constituir una violación al artículo 16 de la Convención Americana.  

52.
Los peticionarios argumentan que existió un trato diferenciado al incluirlos en el proceso criminal, puesto que integrantes de otras organizaciones no fueron incluidos, a pesar de haber adquirido las mismas obligaciones que adquirieron los peticionarios con el BNT. La Comisión considera que la mera invocación de otros hechos sobre la misma materia con resultados diferentes, no es suficiente para caracterizar prima facie una posible violación del artículo 24 de la Convención. Por otra parte, la Comisión no cuenta con elementos que permitan inferir una presunta caracterización de violaciones al artículo 3 de la Convención.
53.
Los peticionarios señalaron que fueron procesados aplicándoseles el tipo penal establecido en el Código Penal de 1997 y no el establecido en el Código de 1914, vigente en el momento en que ocurrieron los hechos. Asimismo señalan que fueron procesados con el Código Procesal Penal de 1890, debiendo aplicárseles lo dispuesto por la Nueva Ley Penal No. 1.286/97, normativa vigente al momento en que los peticionarios fueron incluidos en el proceso penal (2000).  Alegan que se les aplicaron normas penales y procesales menos beneficiosas. El Estado por su parte alega que aplicaron dichas disposiciones por considerarlas más beneficiosas para los peticionarios. El respectivo análisis corresponde realizarlo en la etapa de fondo. 


54.
La petición indica también que las presuntas víctimas fueron incluidas en el proceso penal como cómplices, en el año 2000, dentro del cual se les dictó sentencia en octubre de 2001 condenándolos a 4 años de prisión. Según información proporcionada tanto por los peticionarios, como por el Estado, el proceso habría concluido con la resolución del recurso de apelación del 29 de diciembre de 2010. Los peticionarios han alegado que, durante el proceso, se llevaron a cabo irregularidades y dilaciones que violaron su derecho a la defensa y debido proceso, afectando como consecuencia su libertad personal. La Comisión analizará dichos alegatos en la etapa de fondo.
55.
Del análisis realizado a los argumentos e información que presentaron tanto los peticionarios como el Estado, y sin prejuzgar sobre los méritos de la materia, la CIDH concluye que la petición contiene alegaciones de hecho que, de probarse y de ser compatibles con otros requisitos, podrían caracterizar violaciones a los artículos 7, 8, 9, 16 y 25 de la Convención Americana, con relación al 1.1 y 2 de dicho instrumento internacional.


56.
Por otra parte, la Comisión concluye que no cuenta con elementos de juicio que le permitan inferir una presunta caracterización de violaciones a los artículos 3 y 24 de la Convención, por parte del Estado paraguayo. 

V. CONCLUSIONES

57.
La Comisión concluye que es competente para tomar conocimiento del caso de autos y que la petición es admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, respecto de los derechos contenidos en los artículos  7, 8, 9, 16 y 25 de la Convención Americana, todos ellos en relación con las obligaciones derivadas de los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento internacional.


58.
Por otra parte, la Comisión concluye que no se cuenta con elementos de juicio que le permitan inferir una presunta caracterización de violaciones a los artículos 3 y 24 de la Convención.


59.
En virtud de los argumentos de hecho y derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:
1. Declarar admisible el caso de autos en relación con los derechos consagrados en los artículos 7, 8, 9, 16 y 25 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones del artículo 1.1 y 2 del mismo tratado.

2. Declarar inadmisible el caso, en relación con lo dispuesto por los artículos 3 y 24 de la Convención Americana.

3. Transmitir el presente informe a los peticionarios y al Estado.
4. Continuar con su análisis de los méritos del caso.

5. Publicar el presente informe e incluirlo en el Informe Anual de la Comisión a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 22 días del mes de julio de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
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